Expte. Nº 40421 SHELL CIA ARGENTINA DE PETROLEO S.A C/ CAÑAS ADOLFO JULIAN Y OTRO S/ Cobro Sumario de sumas de dinero

Nº de Orden: 89.-
Libro de Sentencias Nº 50

/NIN, a los 05 días del mes de Mayo del año dos mil nueve, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Junín Doctores JUAN JOSE GUARDIOLA Y RICARDO MANUEL CASTRO DURAN (excusado el Dr. Patricio Gustavo Rosas), en causa Nº 40421 caratulada: "SHELL CIA ARGENTINA DE PETROLEO S.A C/ CAÑAS ADOLFO JULIAN Y OTRO S/ Cobro Sumario de sumas de dinero", a fin de dictar sentencia, en el siguiente orden de votación, Doctores: Castro Durán y Guardiola.-

La Cámara planteó las siguientes cuestiones:

1a.- ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

2a.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A LA PRIMERA CUESTION, el Señor Juez Dr. Castro Durán, dijo:
A fs. 381/388 el Sr. Juez de primera instancia dicta sentencia, por la que rechaza la demanda entablada por "Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A." contra Adolfo Julián Cañas y "Petro-Nort Chacabuco S.A.". Además, dispone que una vez firme el pronunciamiento se levantará el embargo ordenado en autos sobre el inmueble transferido entre los demandados. Finalmente, impone las costas a la accionante y regula los honorarios de los profesionales intervinientes en autos.

De tal modo, desestima el reclamo de la actora encaminado al cobro de la suma indemnizatoria a la que resultó condenado Cañas por sentencia firme recaída en jurisdicción nacional, obligación que aquí pretende extender solidariamente a la sociedad anónima codemandada, por la infracción que atribuye a ambos del régimen legal establecido para la transferencia de fondos de comercio.

Para rechazar la pretensión dirigida contra "Petro-Nort S.A.", el sentenciante aclara que el inmueble embargado por la accionante no forma parte del fondo transmitido, pero -continúa- aunque estuviera comprendido en él, no tendría esta última derechos sobre el mismo, por estar excluido su crédito del régimen de la Ley 11.867, ya que no proviene de mercaderías u otros efectos suministrados al establecimiento de Cañas, ni de los gastos generales del mismo.

Agrega que los créditos y las deudas relacionadas con la explotación comercial no forman parte del fondo de comercio, puesto que el titular de unos y otras es la persona dueña del mismo, por lo que su transmisión no los comprende, salvo estipulación en contrario.

El deudor -sigue diciendo- es el vendedor del fondo y los acreedores no pueden pretender que la transferencia tenga el carácter de delegación de deudas, en cuya virtud el comprador también resulte su deudor.

Asimismo, expone el "a quo" que el incumplimiento de las formalidades legales no transforma a los acreedores del vendedor en acreedores del comprador, sino que su derecho consiste en desconocer la transferencia y hacer efectivo su crédito sobre los elementos del fondo de comercio, como si el mismo no hubiese sido transferido.

Además, sostiene el Dr. Rizzo que "Petro-Nort Chacabuco S.A." no es continuadora de Julián Cañas, por lo que descarta que exista solidaridad entre ambos por las deudas de este último.

También rechaza la pretensión incoada contra Adolfo Julián Cañas, haciendo hincapié en la existencia de cosa juzgada en favor de la accionante por la misma pretensión que es objeto del presente litigio.

Contra este pronunciamiento, el Dr. Mateo Laborde, en su rol de apoderado de la entidad accionante, interpone apelación a fs. 389.

Concedido libremente este recurso, los autos son remitidos a esta Alzada, donde a fs. 415/426vta. el apelante presenta la expresión de agravios. 

En relación al rechazo de la pretensión incoada contra Adolfo Julián Cañas, el Dr. Laborde sostiene que no existe impedimento derivado de la cosa juzgada, ya que por el presente proceso se busca el cumplimiento de la sentencia recaída en otro pleito anterior iniciado para obtener el reconocimiento de una deuda por el contrato de suministro que vinculaba a su mandante con el demandado, cuya sentencia firme se trae como título de la acción aquí incoada. Aclara que no inició la ejecución de sentencia ya que, estando entre sus facultades, decidió iniciar un proceso por cobro sumario de pesos contra Adolfo Julián Cañas, quién debe resultar condenado como deudor directo, más allá de la transferencia del fondo de comercio.

En cuanto a la pretensión dirigida contra "Petro-Nort Chacabuco S.A.", se agravia porque el "a quo" considera que el inmueble con el que se pretende hacer efectivo el crédito de su mandante no pertenece al fondo de comercio, argumentando que las partes de común acuerdo lo incluyeron en el traspaso, al haberlo cedido Cañas como aporte de capital cuando constituyó la sociedad a la que le transfirió el fondo de comercio. Agrega que no obsta a la responsabilidad de "Petro-Nort Chacabuco S.A." que el fondo de comercio y el inmueble se hayan transmitido por actos jurídicos separados.

Asimismo, impugna la conclusión del magistrado de primera instancia referida a que el crédito de su mandante no queda comprendido dentro de las previsiones de la Ley 11.867, por no provenir de mercaderías u otros efectos suministrados al vendedor del fondo de comercio. Explica que "Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A." era el único y exclusivo proveedor de la estación de servicio de Adolfo Julián Cañas mediante un contrato de suministro, por lo que afirma que negar su crédito es desconocer la realidad. La deuda -prosigue el Dr. Laborde- con su mandante surge porque Cañas ocultamente vendía los productos de la competencia, por lo que indudablemente fue contraída con motivo de la explotación del establecimiento. 

A continuación, sostiene la Ley 11.867 fue creada para casos como el presente, ya que Cañas bajo eufemismos transfirió el fondo de comercio para evitar pagarle a su mandante, quien no pudo ejercer sus derechos por la omisión de los trámites exigidos por dicho cuerpo legal.

Y finalmente, aclara que cuando se refirió a "Petro-Nort Chacabuco S.A." como continuadora de Cañas, lo hizo recogiendo los términos empleados por ambos en las escrituras agregadas en autos.

Corrido traslado de la reseñada expresión de agravios, a fs. 431/439 lo contesta el Dr. Carlos Alberto Mon, en representación de "Petro-Nort Chacabuco S.A.", y a fs. 440/448 hace lo propio la Dra. Leticia E. Muschietti de Mon, como apoderada de Adolfo Julián Cañas, solicitando ambos la confirmación de la sentencia impugnada, recayendo a fs. 449 el llamamiento de autos para sentencia, cuya firmeza deja a las presentes actuaciones en condiciones de resolver.

En tal labor, comenzando por el agravio expuesto contra el rechazo de la pretensión enderezada contra Adolfo J. Cañas, adelanto que el mismo no puede prosperar. 

Llego a esta conclusión, considerando que por virtualidad del principio de congruencia, es inabordable el argumento expuesto por la accionante por primera vez en la expresión de agravios, referido a que la pretensión entablada en contra del aludido codemandado es de ejecución de la sentencia de condena recaída contra el mismo en un proceso anterior.

Sabido es que se produce la violación de dicho principio cuando la sentencia del tribunal de alzada recae sobre puntos recién planteados en la fundamentación del recurso de apelación, y por ende, no sometidos a la decisión del juez de primera instancia.

Es decir, que no basta que la cuestión haya sido propuesta en la alzada para provocar un pronunciamiento sobre ella, sino que además es necesario que la misma esté contenida en los escritos liminares que conformaron la relación procesal.

Esta directiva está fijada en los arts. 266 y 272 del C.P.C., de los cuales surge que en la sentencia de segunda instancia se examinarán las cuestiones de hecho y de derecho sometidas al magistrado de origen -siempre que hubiesen sido materia de agravios- y que la cámara de apelación no podrá fallar sobre capítulos no propuestos a la decisión de aquel (Conf. Azpelicueta-Tessone, "La Alzada. Poderes y deberes", pág. 176/177).

Bajo estas premisas, no habiéndose mencionado en la demanda que con respecto a Cañas se perseguía la ejecución de la sentencia recaída en el juicio tramitado por ante el Juzgado Nacional de primera instancia en lo Comercial (más allá de la incompetencia del juzgado local para entender en dicho proceso, art. 6 inc. 1º del C.P.C.), sino que allí la parte actora sólo hace referencia a las maniobras pergeñadas por ambos demandados tendientes a esquivar las obligaciones legales impuestas por la Ley 11.867 para burlar su derecho; resulta claro que el argumento así introducido encierra un capítulo no propuesto al juez de primera instancia, mediante el cual se intenta alterar la causa de la pretensión, lo que lo torna inabordable en esta instancia.

Pasando ahora al tratamiento de la impugnación dirigida contra la desestimación de la pretensión incoada contra "Petro-Nort Chacabuco S.A.", encuentro útil recordar que, de acuerdo a lo dispuesto en el art. 8 de la Ley 11.867, los acreedores que tienen derecho a ejercer oposición a la transferencia del fondo de comercio de su deudor, son aquellos categorizados como "acreedores del fondo", no gozando de tal facultad los denominados "acreedores particulares" del transmitente.

Tales denominaciones se utilizan por una cuestión de comodidad, puesto que como el fondo de comercio no es un patrimonio de afectación, no tiene personalidad jurídica para contraer obligaciones, por lo que las mismas, sean "del fondo" o "particulares", siempre son asumidas por el titular del establecimiento.

Y esta situación es la que dificulta la discriminación entre uno y otro tipo de deudas (conf. Adolfo A. N. Rouillón y Daniel F. Alonso, "Código Comercial Comentado y Anotado", Tomo I, pág. 913).

El mencionado art. 8 de la Ley 11.867 establece como pauta caracterizadora de los "acreedores del fondo", que "sus créditos deben proceder de mercaderías u otros efectos suministrados al negocio o de los gastos generales del mismo".

De dicha pauta, es dable concluir que esta facultad de oposición se concede a los acreedores que han contribuido al cumplimiento de los fines del fondo, o sea, a la obtención de beneficios económicos por parte de su titular. Entonces, entre los acreedores legitimados para oponerse a la transferencia del fondo de comercio se encuentran, sin ninguna duda, fabricantes, mayoristas y proveedores habituales, quienes normalmente conceden crédito al enajenante para cubrir las necesidades de su establecimiento, teniendo en cuenta las características del mismo.

La confianza que el proveedor tiene en el transmitente, es lo que la ley tiende a proteger para garantizar la fluidez de la vinculación entre ambos, lo que redunda en el fortalecimiento de las relaciones comerciales (Adolfo A. N. Rouillón y DanielF. Alonso, obra y tomo citados, págs. 851/852 y Jorge O. Zunino, "Fondo de Comercio", págs. 309/311).

La Sala B de la Cámara Nacional de Comercio ha precisado este concepto al sostener que la exclusión de los acreedores particulares es lógica y "...responde a los principios generales del derecho comercial, porque nada más justo que solamente sean satisfechas con el valor del activo del fondo, aquellas obligaciones que se han contraído para beneficiar, engrosar o acrecentar el haber o activo del mismo..." (sent. del 10-6-1980, publicada en E.D. 89-631).

De acuerdo a este criterio, coincido con el "a quo" en cuanto a que el crédito en el que la demandante asienta su denuncia de incumplimiento del régimen legal de transferencias de fondos de comercio, no puede categorizarse como "deuda del fondo".

Arribo a esta conclusión, valorando que si bien es cierto que entre "Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A." y Adolfo Julián Cañas existió un contrato de suministro de combustible y otros productos derivados del petróleo; no es menos cierto que el crédito en el que la primera basa su pretensión no está originado en la provisión de mercaderías que posibilitara el despliegue de la actividad comercial ejercida a través de la explotación del fondo de comercio, sino por el contrario, en una indemnización por lucro cesante reconocida judicialmente en virtud de un incumplimiento contractual del segundo, cuya configuración motivó la rescisión unilateral del contrato por parte de Shell.

Es decir, es una deuda ajena al desenvolvimiento negocial existente entre las partes, precisamente por ser posterior a la extinción de la relación contractual que las ligara y que en modo alguno pudo haber contribuido a la obtención de beneficios para el enajenante.

Como corolario de ello, forzoso es concluir que la naturaleza del crédito que ostenta, más allá de la posibilidad de hacerlo valer por las vías jurídicas comunes, no habilita a "Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A." a invocar en su favor las normas de la Ley 11.867, por la transferencia del fondo de comercio que denuncia realizada entre los codemandados Cañas y "Petro-Nort Chacabuco S.A.", puesto que el mismo no proviene de mercaderías u otros efectos suministrados al negocio o de los gastos generales (arts. 4, 5 y 8 de la Ley 11.867).

Esta conclusión no se altera porque al constituirse "Petro-Nort Chacabuco S.A.", se haya expuesto la misma era continuadora de "la entidad unipersonal Adolfo Julián Cañas", ya que tal manifestación no implica la asunción de las deudas de este último por parte de aquella (art. 1 Ley 11867).

En consecuencia, por todo lo expuesto, propongo al acuerdo: Desestimar el recurso de apelación interpuesto por la accionante a fs. 389, manteniendo la sentencia de fs. 381/389 (arts. 4, 5 y 8 de la Ley 11.867), con costas de Alzada a la apelante (art. 68 C.P.C.).

ASI LO VOTO.

El Señor Juez Dr. Guardiola , aduciendo análogas razones dio su voto en igual sentido.-

A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Dr.Castro Durán, dijo:
Atento el resultado arribado al tratar la cuestión anterior, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, Corresponde:

I)- Desestimar el recurso de apelación deducido a fs. 389 por la parte actora; y en consecuencia, mantener la sentencia de fs. 381/388 (arts. 4, 5 y 8 de la Ley 11.867)

II)- Costas de Alzada a la apelante vencida (art. 68 C.P.C.), regulando los honorarios de los letrados intervinientes del siguiente modo: al Dr. Carlos Alberto Mon en la suma de pesos seis mil ($ 6.000); a la Dra. Leticia E. Muschietti de Mon en la suma de pesos seis mil ($ 6.000); y al Dr. Mateo Laborde en la suma de pesos ocho mil cuatrocientos ($ 8.400); todas ellas con más el 10% que establece el art. 12 de la Ley 6716. (art. 31 de la Ley 8904).

ASI LO VOTO.-

El Señor Juez Dr. Guardiola, aduciendo análogas razones dio su voto en igual sentido.-

Con lo que se dió por finalizado el presente acuerdo que firman los Señores Jueces por ante mí: FDO. DRES. RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y JUAN JOSE GUARDIOLA, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 

//NIN, (Bs.As), 05 de Mayo· de 2.009.-

AUTOS Y VISTO:
Por los fundamentos consignados en el acuerdo que antecede, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, SE RESUELVE:
I)- Desestimar el recurso de apelación deducido a fs. 389 por la parte actora; y en consecuencia, mantener la sentencia de fs. 381/388 (arts. 4, 5 y 8 de la Ley 11.867)

II)- Costas de Alzada a la apelante vencida (art. 68 C.P.C.), regulando los honorarios de los letrados intervinientes del siguiente modo: al Dr. Carlos Alberto Mon en la suma de pesos seis mil ($ 6.000); a la Dra. Leticia E. Muschietti de Mon en la suma de pesos seis mil ($ 6.000); y al Dr. Mateo Laborde en la suma de pesos ocho mil cuatrocientos ($ 8.400); todas ellas con más el 10% que establece el art. 12 de la Ley 6716. (art. 31 de la Ley 8904).

Regístrese, notifíquese y oportunamente remítanse al Juzgado de origen.- FDO. DRES. RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y JUAN JOSE GUARDIOLA, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 

